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1. Decisión

Primero.- NEGAR la nulidad de la sentencia T-146 de 2010, proferida por la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.

Segundo.- DEJAR SIN EFECTOS los autos del 17 de junio y 24 de agosto de 2010, mediante los cuales la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, resolvió negar por improcedente la nulidad y desestimar el recurso de súplica, interpuestos por Juan Manuel López Cabrales mediante apoderado.

Tercero.- COMUNICAR por Secretaría General la presente providencia al peticionario, con la advertencia de que contra esta decisión no procede ningún recurso. 

2.
Fundamentos de la decisión

El apoderado del actor solicitó la nulidad de la sentencia T-146/10 proferida por la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, por considerar que se desconocieron  dos reglas aplicables al derecho al debido proceso referentes a: (i) el reconocimiento especial de la condición de víctima, tal como las normas sustantivas y procesales lo reclaman y (ii) la aplicación de la regla según la cual, las pruebas ilícitamente obtenidas deben ser excluidas del proceso dentro del cual son analizadas. 

Para la Corte, ninguno de los cargos en los cuales se pretende fundar la solicitud de nulidad son de recibo. Además de que se trata de cuestiones que no se atienen a la realidad de los términos en que fue proferida la decisión adoptada por la Sala de Revisión Primera de la Corte Constitucional, mediante la sentencia T-146 de 2010, se trata de argumentos que antes que tratar de cuestionar la validez de la sentencia de revisión, buscan revivir los presentados en la acción de tutela en contra de la sentencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, los cuales ya fueron objeto de debate y decisión por la Corte Constitucional en el fallo de revisión de tutela que se cuestiona. Si bien el análisis de los argumentos y razones presentadas no llevó a la Sala de Revisión de la Corte Constitucional a los resultados que el accionante pretendía y los mismos no fueron analizados de la manera que lo esperaba, no se dejó de analizar asuntos de relevancia constitucional que tenían efectos transcendentales para el sentido de la decisión. 

Como lo ha señalado la jurisprudencia, el incidente de nulidad no es una oportunidad para reabrir la discusión jurídica resuelta en el fallo, por lo que una censura al fallo sustentada en el inconformismo del peticionario ante lo decidido, con fundamento en los mismos argumentos esgrimidos en la acción de tutela, carece de eficacia para obtener la anulación de la sentencia. 

De igual modo, la Corte señaló que no se desconocieron precedentes jurisprudenciales aplicables. La regla según la cual los jueces deben excluir las pruebas ilícitamente obtenidas, no es atacada ni desconocida por la sentencia T-146/10. Advirtió que si bien es cierto que uno de los tres problemas analizados en la sentencia SU-159/02 tiene relación temática con el caso del señor Juan Manuel López Cabrales, se trata de casos distintos que resuelven problemas jurídicos disímiles, tensiones distintas. La sentencia SU-159/02 se ocupa de analizar el efecto que tienen sobre las pruebas derivadas el que la prueba original hubiese sido ilícitamente obtenida. No se ocupa de establecer cuáles son las condiciones en las cuales una prueba puede ser calificada como ilícitamente obtenida, en sí misma considerada. Así mismo, las cuestiones y problemas jurídicos analizados en la sentencia T-916/08 son distintos a los revisados en la sentencia cuya nulidad se pide.  Menos aún, se puede considerar que la sentencia T-146/10 se desconocieron precedentes establecidos en sentencias de constitucionalidad en las que se consideraron casos en abstracto, sobre el alcance del margen de configuración del legislador. Por consiguiente, la Corte Constitucional no incurrió en una violación al derecho al debido proceso del señor Juan Manuel López Cabrales y por tanto, procedió a negar su solicitud de nulidad de la sentencia T-146/10. 

3.
Salvamento de voto

El magistrado JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB salvó el voto, por considerar que en la sentencia T-146 de 2010, la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional dejó de analizar asuntos de extrema relevancia constitucional: la omisión de la Corte Suprema de Justicia en aplicar las garantías de (i) la doble instancia de las sentencias penales condenatorias como manifestación del derecho fundamental al debido proceso, y (ii) de separación de la instrucción y el juzgamiento como expresión del principio de juez imparcial.
Las razones por las cuales el magistrado PRETELT CHALJUB no comparte los argumentos con fundamento en los cuales la Sala Plena se negó a declarar la nulidad de la sentencia T-146 de 2010, fueron las siguientes: 

En la sentencia T-146 de 2010, la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional dejó de valorar un asunto de extrema relevancia constitucional, como es la negativa de la Corte Suprema de Justicia a garangtizar el derecho a la revisión en segunda instancia de los fallos condenatorios que se profieren en contra de cualquier persona, independientemente de su calidad de aforados. Como se desprende de los artículos 29 de la Constitución, 14-5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8-2-h del Pacto de San José, y de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, existe un derecho fundamental a la doble instancia frente a las sentencias condenatorias penales. Este derecho es de titularidad universal; ni la Constitución ni los instrumentos del bloque de constitucionalidad admiten excepciones a su aplicación. En consecuencia, cuando la Corte Suprema de Justicia se niega a conocer de los recursos de apelación que son interpuestos contra las decisiones condenatorias que dicta en primera instancia, incurre en una violación directa de la Constituciónl. La Sala Primera de Revisión dejó de analizar este hecho de suma relevancia constitucional y que debió conducir a la tutela del derecho al debido proceso del excongresista Juan Manuel López Cabrales.

A juicio del magistrado PRETEL CHALJUB, la Sala Primera de Revisión también omitió estudiar la violación del principio favorabilidad penal en la que incurrió la Corte Suprema de Justicia, en el caso del excongresista López Cabrales. En el proceso penal que se surtió en la Corte Suprema de Justicia contra este excongresista, el alto tribunal se negó a dar aplicación inmediata a la sentencia C-545 del 28 de mayo de 2008, en la que se dispuso que en los procesos contra servidores aforados deben separarse las etapas de instrucción y juzgamiento. Como consecuencia de esta negativa, la Corte Suprema desconoció no sólo el principio de favorabilidad penal por no dar aplicación inmediata a un cambio procedimental con efectos sustantivos, sino también la garantía de juez imparcial. La sala de revisión no evaluó este importante hecho y por esta razón su decisión también debió revocarse en sede de nulidad.
